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León, Guanajuato, a 08 ocho de noviembre del año 2018 dos mil dieciocho. .
V I S T O para resolver el expediente número 0085/2014-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta (…) en contra del DIRECTOR DE VERIFICACIÓN URBANA del Municipio de León, Guanajuato, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . 

R E S U L T A N D O:

Presentación de la demanda.
PRIMERO.- El 26 veintiséis de febrero del año 2014 dos mil catorce, se presentó el escrito de demanda en la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales de León, Guanajuato, impugnando la orden de inspección; acta circunstanciada y acuerdo mediante el cual se aplican como medidas de seguridad la clausura de la difusión del anuncio publicitario de azotea y se otorgó plazo para el desmantelamiento y retiro; acuerdo mediante le cual se ordenó el retiro del anuncio espectacular instalado en el predio ubicado (…) León, Guanajuato; y, la resolución de fecha 26 veintiséis de diciembre del 2013 dos mil trece. . . . .  . . . . . 
Admisión de la demanda y pruebas.
SEGUNDO.- Por auto de fecha 05 cinco de marzo del año 2014 dos mil catorce, a la parte actora se le admitió a trámite la demanda y las prueba documental exhibida y descrita en los puntos 01 uno, 02 dos y 03 tres del capítulo de pruebas de la demanda, las que por su especial naturaleza se desahogaron en ese momento procesal, así como la presuncional legal y humana en lo que le beneficie; no se le admitió la prueba de inspección ocular, ni la instrumental de actuaciones; y, se le negó la suspensión de los actos impugnados. . . . . . .  . . . . . . . 
No se recibe recurso de reclamación.

TERCERO.-  El 19 diecinueve de marzo del año 2014 dos mil catorce, el autorizado de la parte actora presentó recurso de reclamación en contra del auto de radicación de demanda; y, por auto del día 25 veinticinco de ese mes y año, se le tuvo por no recibido el recurso de reclamación por notoriamente improcedente. . . . . 

Contestación de la demanda y admisión de pruebas.
CUARTO.- El 21 veintiuno de marzo del año 2014 dos mil catorce, la autoridad presentó su escrito de contestación a la demanda incoada en su contra; y, por auto del día 26 veintiséis del mismo mes y año, se le tuvo contestándola, admitiéndosele las pruebas documental aceptadas a la parte actora en el auto de admisión de la demanda y las exhibidas a su contestación de demanda, las que por su propia naturaleza se desahogaron en ese momento procesal, así como la presuncional legal y humana en lo que le beneficie; señalándose además fecha y hora para la celebración de la audiencia de alegatos. . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . .
Celebración de la audiencia de alegatos.
QUINTO.- El 06 seis de mayo del año 2014 dos mil catorce, a las 11:00 once horas, fue celebrada la audiencia de alegatos prevista en el artículo 286 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, sin la asistencia de las partes, haciéndole saber a las partes que se emitiría la sentencia respectiva cuando las labores del Juzgado lo permitieran. . .  . .  

Se apersona representante legal y se designa autorizados.

SEXTO.- El 08 ocho de septiembre del año 2016 dos mil dieciséis, la ciudadana Yuridia Zamora Ruíz presentó una promoción; y, por auto del día 13 trece del mismo mes y año, se le tuvo apersonándose como representante legal de la persona moral actora, asimismo se le tuvo desinando como autorizados para recibir   notificaciones   e   imponerse   de   autos  a  las  personas  indicadas  en  la promoción de cuenta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Designación de autorizados.

SÉPTIMO.- El 19 diecinueve de abril del 2018 dos mil dieciocho, la parte actora presentó una promoción designando autorizados; y, por auto del día 24 veinticuatro del mismo mes y año, se le tuvo desinando como autorizados para recibir notificaciones e imponerse de autos a las personas indicadas en la promoción de cuenta; por lo que se procede a emitir la sentencia que en derecho corresponde. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

Competencia de este Juzgado.

PRIMERO.- Que conforme a lo previsto por los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II y 3 párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, es competente para tramitar y resolver este proceso, por impugnarse actos administrativos emitidos por el Director de Verificación Urbana del Municipio de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Personalidad jurídica del representante de la parte actora.

SEGUNDO.- Que por cuestiones de ORDEN PÚBLICO y por tratarse de un presupuesto procesal, de oficio se estudia la personalidad jurídica (…) que acredita con copia certificada notarialmente del Testimonio de la Escritura Pública (…). . . . . 

Existencia del acto impugnado.
TERCERO.- Que la parte actora impugna: a).- El orden de inspección (…), de fecha 31 treinta y uno de mayo de 2013 dos mil trece, respecto del anuncio publicitario ubicado en (…) León, Guanajuato; b).- El acta circunstanciada y acuerdo de fecha 27 veintisiete junio del mismo año, mediante el cual se aplican como medidas de seguridad la clausura de la difusión del anuncio publicitario de azotea y se otorgó plazo para su desmantelamiento y retiro; c).- El acuerdo de fecha 22 veintidós de octubre de ese año, mediante el cual se ordena  el desmantelamiento y retiro del referido anuncio; d).- El retiro, desmantelamiento y secuestro parcial del anuncio, que se hacen constar en las actas circunstanciadas de hechos de fechas 8 ocho y 12 doce de noviembre del referido año; y e).- La resolución de fecha 26 veintiséis de diciembre del mismo año, dictada en el procedimiento de verificación (…). . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . .
La existencia de los actos impugnados se encuentra acreditada en autos de esta causa administrativa; la del señalado en el inciso a), con las copia certificada por el Secretario del Ayuntamiento de la referida orden de inspección y la de los actos señalados en los incisos b, c), d) y e) se encuentra acreditada con el original de la referida resolución y con el reconocimiento que hace la autoridad en la contestación de demanda respecto a su emisión; probanzas que forman parte del sumario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Causales de improcedencia.

CUARTO.- Que por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La autoridad en la contestación de demanda aduce que el artículo 265 del citado ordenamiento legal dispone: “…el escrito de demanda expresara, fracción VII.- Los conceptos de impugnación del acto o resolución que se combate…” y el inconforme no vierte concepto de impugnación alguno, es decir, únicamente se limita a expresar una serie de manifestaciones sin ningún sentido, por tanto, dichas afirmaciones carecen de sustento jurídico y no puede dárseles valor jurídico alguno; y, tomando en consideración el sentido de esta argumentación, se procede al estudio de la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción VII, en relación con el 265, fracción  VII,  ambos  del  referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Causal de improcedencia que NO SE CONFIGURA, en virtud de las siguientes consideraciones: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La parte actora conforme a la técnica jurídica en el proceso administrativo, sí 

formula conceptos de impugnación, al indicar los preceptos legales violados en su perjuicio, expresando por qué se vulneran,  al externar que los actos impugnados se emitieron sin respetar su garantía de audiencia, ya que no se le notificó la orden de inspección, la clausura y el retiro del anuncio y al imponerse la medida de seguridad no se dan las razones, motivos o las circunstancias especiales por las que el caso particular encuadra en los supuestos previstos en las normas invocadas, ni dice por qué el anuncio causa daños a las personas, a los bienes y a la salud; y, que el cobro por desmantelamiento y retiro de la estructura del anuncio, se emitió sin la debida fundamentación y motivación, pues no desglosa los gastos erogados, ni exhibió recibos o facturas, de ahí resulta que expone razonamientos lógicos y jurídicos de por qué estima ilegales los actos combatidos. . . . . . .  . . . . . . .
Asimismo, el Director de Verificación Urbana en la contestación de demanda señala que los actos derivados del acta de inspección, fueron consentidos debe declararse la improcedencia de conformidad con el artículo 241, fracción III, del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa [lo transcribe]; no se aborda el estudio de la causa de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción IV,  del  mismo Código, en virtud de que conforme a la técnica del proceso administrativo, es preferente el estudio de la carencia de interés jurídico y  basta la configuración de esta causal para sobreseer el juicio respecto a los actos consecuentes de la visita de inspección con excepción de la resolución impugnada, la que se analiza en los siguientes párrafos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En la especie, este Órgano de Control de Legalidad de oficio advierte que se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción I, del invocado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, toda vez que la parte actora carece de interés jurídico para impugnar la orden de inspección, la medida de seguridad consistente en la clausura y el retiro del anuncio que nos ocupa, en mérito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sobre el particular, se impone señalar que el artículo 243, párrafo segundo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, establece que los actos o resoluciones emitidas por las autoridades municipales con excepción de los actos del Ayuntamiento, podrán ser impugnadas ante los Juzgados Administrativos, cuando afecten el interés jurídico de los particulares; en este sentido, el artículo 9, párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, dispone que el interesado es quien tiene un interés jurídico; mientras que el artículo 251, párrafo primero, fracción I, Inciso a), del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, establece que sólo podrá intervenir en el proceso quien tenga interés jurídico; preceptos que en lo conducente establecen: . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 243.-...  

Los actos y resoluciones administrativas dictadas por el presidente municipal y por las dependencias y entidades de la administración pública municipal podrán ser impugnados optativamente ante los juzgados administrativos municipales o ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, cuando afecten intereses de los particulares. Ejercida la acción ante cualquiera de ellos, no se podrá impugnar ante el otro el mismo acto.” 
“Artículo 9.-… 

Interesado es todo particular que tiene un interés jurídico respecto de un acto o procedimiento, por ostentar un derecho subjetivo o un interés legalmente protegido.”

 “Artículo 251.- Sólo podrán intervenir en el proceso administrativo, las personas que tengan un interés jurídico que funde su pretensión:

I.- Tendrán el carácter de actor:

A).- Los particulares que sean afectados en sus derechos y bienes por un acto o resolución administrativa; y”
Por su parte, el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y del Trabajo del Décimo Sexto Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha sostenido que el derecho subjetivo, se entiende como la facultad o potestad de exigencia, cuya institución consigna la norma objetiva del derecho y supone la conjunción de dos elementos inseparables, a saber: a).- Una facultad de exigir; y, b) Una obligación correlativa traducida en el deber jurídico de cumplir dicha exigencia. Al respecto, se reproduce el criterio sustentado en una tesis aislada del referido Tribunal, en la Novena Época; Registro: 166362; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Tesis Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; XXX, Septiembre de 2009; Materia(s): Administrativa; Tesis: XVI.2o.A.T.4 A; visible a Página: 3149, la que se localiza en la página de internet sjf.scjn.gob.mx, Sistema de Tesis y Ejecutorias publicadas en el Semanario Judicial de la Federación de 1917 a la fecha, bajo el rubro siguiente: . . . . . .  . . . . . . 

“LEGITIMACIÓN PARA INTERVENIR EN EL PROCESO ADMINISTRATIVO ANTE EL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE GUANAJUATO. CORRESPONDE SÓLO A QUIEN TENGA UN INTERÉS JURÍDICO. De acuerdo con los artículos 9 y 261, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, no basta con un interés legítimo para acudir al proceso administrativo ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, sino que se requiere de un interés jurídico, que es el que corresponde al derecho subjetivo, entendiendo como tal la facultad o potestad de exigencia, cuya institución consigna la norma objetiva del derecho y supone la conjunción de dos elementos inseparables: a) una facultad de exigir y, b) una obligación correlativa traducida en el deber jurídico de cumplir dicha exigencia. De tal manera que la legitimación para intervenir en el citado proceso corresponde sólo a quien tenga un interés jurídico y no a aquel que posea una mera facultad o potestad, o tenga un interés simple, es decir, a quien la norma jurídica objetiva no establezca en su favor alguna facultad de exigir.”

Mientras que, la Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, respecto al interés jurídico en el proceso administrativo ha sostenido el criterio visible en la página de internet tcagto.gob.mx, en el recuadro información de valor, apartado Criterios 2000-2010, criterios 2004, página 150, bajo el rubro siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“INTERÉS JURÍDICO.- CONCEPTO.- En los artículos 54 primer párrafo, 57 fracción I, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato se prevé como un presupuesto procesal la existencia del interés jurídico. Este interés para acudir al juicio de nulidad, deriva de un acto de autoridad que desconoce el derecho subjetivo de un particular, y en virtud de lo cual este último, al sentirse afectado, acude a la instancia jurisdiccional. Es claro que para que el interés jurídico nazca debe existir, en primera instancia, un derecho protegido por una norma y, posteriormente, su afectación.” (Exp. 6.77/04. Sentencia de fecha 06 de julio de 2004. Actor: Adán Jorge Zúñiga Chávez.).

Y, la doctrina al interés jurídico lo denomina derecho subjetivo de carácter administrativo, por su parte, el Tratadista Manuel Lucero Espinosa en su obra “Teoría y Práctica del Contencioso Administrativo ante el Tribunal Fiscal de la Federación”, Séptima Edición aumentada, Editorial Porrúa, en la Página 50, define el derecho subjetivo de carácter administrativo como “Aquel que se encuentra establecido por una Ley, Decreto, Reglamento, Resolución, Contrato u otra disposición administrativa que regula la actividad de la autoridad administrativa y limita su poder.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, conforme a lo expuesto, para la procedencia del Juicio de Nulidad, es requisito sine qua non que el promovente, cuente con interés jurídico y, en su caso, que acredite que el acto o resolución combatida afecta de modo cierto e inmediato su esfera de derechos; sobre el particular cabe enfatizar que, en el proceso administrativo el interés jurídico es el derecho subjetivo tutelado a favor del accionante por una norma jurídica. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En esta tesitura, podemos concluir que para la procedencia del proceso administrativo, conforme a lo estipulado por los artículos señalados en supralíneas, es menester que en primer lugar la parte actora acredite que cuenta con interés jurídico y que antes de la emisión del acto combatido exista un derecho subjetivo legítimamente reconocido o protegido a favor de la parte actora por un precepto jurídico en una Ley o en un Reglamento; y, en segundo lugar, que en autos del sumario se acredite una afectación a su esfera de derechos, por tanto, una cosa es acreditar el acto combatido y otra demostrar el perjuicio que éste puede deparar al particular. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En este orden de ideas, conforme a lo establecido por el artículo 271 del Código Territorial para el Estado y los Municipios de Guanajuato en relación con el artículo 392 del Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato, para fijar, instalar o modificar un anuncio, se requiere del permiso respectivo, numerales que establecen: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 271.- La colocación, instalación, conservación, modificación, ampliación y retiro de anuncios en cualquier vialidad urbana o bien de uso común, o que sean visibles desde las mismas, o en zonas, predios o bienes que no sean de competencia federal o estatal, adyacentes a autopistas, carreteras, puentes, caminos o cualquiera otra vía de comunicación, así como la emisión, instalación o colocación de anuncios en los sitios o lugares a los que tenga acceso el público, requerirá del permiso previamente expedido por la unidad administrativa municipal en materia de administración sustentable del territorio.”
“Artículo 392.- Las personas físicas o morales, públicas o privadas que pretendan fijar, instalar, colocar, modificar, ampliar y retirar anuncios regulados por este Ordenamiento, deberán obtener, previamente los permisos respectivos, en los términos dispuestos por este Título, y demás disposiciones aplicables.”
Como se advierte de estos preceptos, la instalación o colocación de todo anuncio requiere de un permiso y es el caso que la persona moral impetrante no demostró que cuenta con dicha autorización, en virtud de que la Persona Moral actora no acreditó contar el permiso respectivo, de esta manera estamos en presencia de una actividad regulada, por el Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato, de ahí resulta que para instalar un anuncio en un inmueble ubicado en el territorio del Municipio de León, Guanajuato, es menester obtener el Permiso respectivo, según el tipo de anuncio, cumpliendo los requisitos reglamentarios y el pago de los derechos respectivos, conforme a la Ley de Ingresos para el Municipios de León, Guanajuato, para el Ejercicio Fiscal del año correspondiente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Luego entonces, partiendo de esta premisa no existe impedimento para concluir que la orden de inspección, acta de inspección, clausura de la difusión, desmantelamiento y retiro del anuncio publicitario de azotea instalado en el predio ubicado en (…) esta ciudad, sólo puede ser controvertido por quien cuente con el permiso respectivo, pues éste es el acto administrativo que origina el derecho subjetivo administrativo e incluso los Derechos Humanos, ya que no debe perderse de vista que como se dijo, se trata de una actividad regulada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Lo anterior es así, en virtud de que, si bien es cierto que de acuerdo a lo estipulado por el artículo 1°, primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en vigor, todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta norma fundamental y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, pero también lo es que conforme a lo dispuesto por el tercer párrafo de este artículo, el Estado a través de los Órganos administrativos y Jurisdiccionales, se encuentra constreñido a proteger, garantizar y a reparar las violaciones a los Derechos Humanos, en los términos que establezca la Ley, entendidas en una acepción amplia, por lo que comprenden las Leyes, Códigos y Reglamentos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por ello, debe tenerse presente que en nuestro Orden Jurídico la reparación de los Derechos Humanos se encuentra supeditada al reconocimiento y a la protección de una norma jurídica, de ahí que en el proceso administrativo también se debe acreditar la existencia de ese derecho humano o derecho subjetivo público que se afirma fue violado y la afectación que sufre la parte impetrante con la emisión del acto impugnado, en ese sentido se estima que por su parte el Legislador condicionó la posibilidad del estudio del acto administrativo relacionado con un actividad regulada a la existencia de la concesión, licencia, permiso o autorización según el caso de que se trate, de este modo, el artículo 261 establece un catalogo de causales de improcedencia del proceso administrativo y en su artículo 262 contempla las causas de sobreseimiento del juicio de nulidad. . . .  . . . . 
En consecuencia, a la parte actora no le asiste el derecho de acudir ante este Órgano de Control de Legalidad a demandar la nulidad del acto debatido. Siendo lo anterior así y a mayor abundamiento, sobre el particular cabe resaltar que el segundo párrafo del artículo 243, de la multicitada Ley Orgánica Municipal, así como el 9 segundo párrafo, 251 fracción I, Incido a), del multireferido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, no contemplan el interés legitimo a favor de los particulares, de ahí que, en el proceso administrativo no es suficiente que la persona moral actora resulte afectado por un acto contrario a la Ley, sino que es menester que tenga a su favor un derecho subjetivo administrativo tutelado por una norma jurídica, pues como se dijo, no demostró en autos de esta causa administrativa que cuenta con el permiso respectivo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por tal motivo, si no se cumple con el mencionado requisito de procedencia de la acción de nulidad, respecto a la orden de inspección, acta de inspección, clausura de la difusión, desmantelamiento y retiro del anuncio publicitario de azotea instalado en el inmueble ubicado (…) esta ciudad, todos dictados dentro del expediente (…), por no haber exhibido el permiso para la instalación y conservación del anuncio; pues, como quedo apuntado, la exigencia para la procedencia del proceso es el interés jurídico y no el interés legítimo, ya que son diferentes. . . . . . .  

Respecto a esta diferencia, resulta aplicable el criterio sostenido por la Tercera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato ahora Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, visible en la página 156 de la Obra denominada Criterios 2000-2007, editada por el referido Tribunal, bajo el rubro siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . .
“INTERÉS JURÍDICO, SU DIFERENCIA CON EL INTERÉS LEGÍTIMO E INTERÉS SIMPLE.- Resulta trascendente explicar la diferencia que existe entre los diferentes tipos de interés reconocidos: jurídico, legítimo y simple. Primeramente, debemos mencionar que el interés jurídico se traduce en lo que se conoce como derecho subjetivo, es decir, aquel derecho que, derivado de la norma objetiva, se concreta en forma individual en algún objeto determinado otorgándole una facultad o potestad de exigencia oponible a la autoridad, así tenemos que el acto de autoridad que se reclame tendrá que incidir o relacionarse con la esfera jurídica de algún individuo en lo particular; esto es, tal interés consiste en la existencia de un derecho legítimamente tutelado y que al ser transgredido por la actuación de la autoridad, faculta al agraviado para acudir ante el órgano jurisdiccional demandando la reparación de dicha transgresión. Por su parte, el interés legítimo es aquel que tienen quienes invocan situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de un grupo de individuos, diferenciados del conjunto general de la sociedad, por lo que para que exista este interés es suficiente que los particulares, principalmente los pertenecientes a un grupo diferenciado de la sociedad, resulten afectados por actos contrarios a la ley. En cuanto al interés simple, éste lo tienen las personas como cualquier miembro de la sociedad que desean que las leyes se cumplan y para quienes el ordenamiento sólo prevé la denuncia o acción popular.” (Expediente: 5.335/03. Sentencia de fecha 24 de  mayo de 2004. Actores: Raúl  Aguilar  Zacarías y J.  Salomón Ramírez Ramírez. Demandada: Ayuntamiento de Acámbaro, Guanajuato.)
Lo expuesto con antelación, pone de manifiesto que en la especie resulta improcedente este proceso administrativo y que se configura la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en consecuencia, de acuerdo lo establecido por la fracción II del artículo 262 del mismo Código, lo procedente es sobreseer este Juicio únicamente respecto a la orden de inspección, acta de inspección, clausura de la difusión, desmantelamiento y retiro del anuncio publicitario de azotea instalado en el inmueble ubicado(…) esta ciudad. . . . . . . . . . . . . . . . 
Por otra parte, de autos se advierte que no se actualiza ninguna otra causal de improcedencia de las previstas en el citado artículo 261 y lo procedente es entrar al estudio del cuarto conceptos de impugnación de la demanda relacionado con el cobro de la cantidad fijada por concepto de desmantelamiento y retiro de la estructura del anuncio; lo anterior, porque los concepto de agravio primero, segundo y tercero de la demanda, se dirigen a combatir lo relativo a la orden de inspección y a la medida de seguridad consistente en la clausura de la difusión, desmantelamiento y retiro del anuncio publicitario de azotea que nos ocupa ahora, actos que sólo pueden ser controvertidos por quien cuente con el permiso respectivo, razón por la que se sobreseyó el proceso administrativo en el considerando que antecede. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Análisis del cuarto concepto de impugnación.

QUINTO.- Que la parte actora en el cuarto concepto de impugnación de la demanda aduce los siguientes argumentos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

1.- La resolución administrativa que se reclama, fue emitida en contravención al artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato y del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que fue expedida sin la debida fundamentación y motivación a que refieren dichos preceptos legales. . . . . . . . . . . .

2.- En la resolución reclamada se realiza el cobro de la cantidad de $19,140.00 (diecinueve mil ciento cuarenta pesos 00/100) por concepto de desmantelamiento y retiro de la estructura del anuncio, sin embargo, la autoridad no señala como llegó a la conclusión de que su representada debe pagar esa cantidad; es decir, no realizó un desglose de los gastos que esta tuvo que erogar para llevar a  cabo dicho retiro y desmantelamiento y mucho menos exhibió recibos o factura con las cuales pueda acreditar esa cantidad señalada. . . . . . . . . . . . . . . . .
En tanto, el Director de Verificación Urbana en la contestación de la demanda no vertió argumento alguno respecto a este concepto de impugnación. .  . 

Es FUNDADO este concepto de impugnación, en atención a las siguientes consideraciones: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En un  principio, se impone destacar que se aborda esta causal de ilegalidad, porque se encuentra encaminada a combatir únicamente las consideraciones plasmadas en el segundo párrafo del tercer punto resolutivo de la resolución, de fecha 26 veintiséis de diciembre de 2013 dos mil trece, en el cual se determinó el pago de la cantidad de $19,140.00 (diecinueve mil ciento cuarenta pesos 00/100 moneda nacional), por costo del desmantelamiento y del retiro de la estructura del anuncio, razón por el cual este órgano jurisdiccional sólo se ceñirá al estudio de este aspecto de la resolución impugnada, porque como quedo apuntado en supralíneas, la parte considerativa de esa resolución relacionados con los actos sobre los que se sobreseyó el proceso administrativo en el considerando que antecede sólo puede ser controvertida por quien cuente con el permiso respectivo. . 
En segundo lugar, es importante señalar que por fundar el acto administrativo, se entiende señalar con precisión el o los preceptos legales y el nombre del Ordenamiento Legal aplicable al caso concreto, cuando el artículo se integre con fracciones, incisos o párrafos, la autoridad demandada se encuentra constreñida a indicar la fracción, inciso o párrafo que resulte aplicable; y, por motivarlo se entiende expresar en forma pormenorizada las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que haya tenido en consideración la autoridad administrativa para la emisión del acto, esto es, señalar el por qué en el caso se ha realizado el supuesto de hecho que condiciona la aplicación del o los preceptos legales invocados como apoyo legal; de este modo, se tutela a favor del justiciable, el derecho fundamental a la debida fundamentación y motivación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En ese orden de ideas y analizando minuciosamente la resolución combatida, se advierte que se encuentra insuficientemente fundada y motivada. . . . 
La resolución combatida, se encuentra insuficientemente fundada, en virtud de que la autoridad para fijar el monto erogado por el desmantelamiento y el retiro de la estructura del anuncio, se apoya en el artículo 552 del Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato, de manera genérica, sin precisar la fracción y el párrafo que resulta aplicable al caso de la parte actora, pues este precepto se integra por tres fracciones y dos párrafos; numeral que dispone: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
“Artículo 552.- Procederá el retiro de un anuncio y/o de su estructura, en los siguientes casos: 

I.- Cuando un anuncio se encuentre instalado y no se cuente con la licencia, permiso o autorización correspondiente; 

II.- Por estar realizando obras o acciones tendientes a la instalación de anuncios sin contar con la licencia, permiso o autorización correspondiente; y, 

III.- Que el anuncio se encuentre en malas condiciones de estabilidad, o sin el mantenimiento adecuado y represente un peligro para la integridad física de las personas o sus bienes, de acuerdo al dictamen que para tal efecto emita la Dirección de Protección Civil, o cualquier dependencia municipal relacionada con la materia.  

Si en un lapso de 15 días naturales no se cumple con la orden de retiro emitida por la Dirección, ésta procederá al desmantelamiento y retiro del anuncio y de su estructura, depositándolos en el lugar que indique el infractor o en caso de negativa, en el lugar que determine la autoridad competente. Los gastos que se originen por el retiro y almacenamiento serán a costa del infractor. 

En caso de que el infractor no hubiere designado lugar para depositar el anuncio y su estructura, este contará con un término de ciento cincuenta días naturales contados a partir del retiro para reclamarlos, acreditando la legal propiedad sobre los mismos, si en dicho término no son reclamados se ingresaran al patrimonio municipal enterando de dicha situación a la Tesorería Municipal para su enajenación conforme a las disposiciones jurídicas en la materia.”

Por otro lado, la resolución impugnada respecto al cobro del desmantelamiento y del retiro de la estructura del anuncio, carece de una suficiente motivación, toda vez que deja de expresar de manera pormenorizada las circunstancias especiales de hecho, las razones particulares o causas inmediatas que le sirvieron de apoyo para fijar el monto del costo de los trabajos por el desmantelamiento y por el retiro de la estructura del anuncio de azotea. . . . .  . . . . . 
Lo anterior es así, porque la autoridad demandada en lo medular se limita a expresar en el párrafo segundo del resolutivo tercero: 
“…la infractora en el plazo otorgado no realizó el desmantelamiento y retiro del anuncio publicitario de azotea,  que se encontraba en el inmueble ubicado en (…) esta ciudad de León, Guanajuato… en el presente procedimiento se dictó el acuerdo de fecha 22 veintidós de octubre del año en curso, notificando a la infractora el día 06 seis de noviembre de 2013 dos mil trece, mediante el cual se hizo efectivo el apercibimiento y el supra señalado anuncio tuvo que ser desmantelado y retirado por esta Dirección, según quedó asentado en  las actas circunstanciadas de hechos de fechas 08 ocho y 12 doce de noviembre del año en curso; en virtud de lo anterior, se le hace saber a la infractora que la persona moral (…), que los gastos que deberá pagar, originados por el desmantelamiento y retiro de la estructura del anuncio, ascienden a la cantidad de $19,140.00 (DIECINUEVE MIL CIENTO CUARENTA PESOS 00/100 MN), por concepto de desmantelamiento y retiro de la estructura del anuncio…”

Como se advierte la autoridad demandada omite expresar de manera detallada por qué se generó la cantidad de $19,140.00 (diecinueve mil ciento cuarenta pesos 00/100 moneda nacional), pues dejó de mencionar de manera individual el monto del costo de cada concepto erogado en el desmantelamiento y retiro de la estructura del anuncio de azotea que no ocupa; además, dejó de indicar los recursos materiales y humanos utilizados, si los trabajos o maniobras fueron realizadas por personal de la misma autoridad o por terceras personas, así como los datos de identificación de la o las facturas que amparan el gasto erogado en el desmantelamiento y retiro de la estructura del anuncio; estas circunstancias imprecisas hacen que la resolución impugnada carezca de una suficiente motivación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En consecuencia, en la presente causa administrativa se encuentra acreditada la existencia de un vicio formal, como lo es la insuficiente fundamentación y motivación de la resolución combatida respecto a la determinación del pago de la cantidad de $19,140.00 (diecinueve mil ciento cuarenta pesos 00/100 moneda nacional) por concepto de desmantelamiento y retiro de la estructura del anuncio, configurándose la causal de ilegalidad contemplada en el artículo 302, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . .  . . . . . . . . . 
Por ende, la autoridad demandada viola en perjuicio de la parte impetrante los artículos 137, fracción VI, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa y 4º, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, lo que afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica de la parte actora, por lo que con fundamento en lo establecido en el artículo 300, fracción II, del mismo Código, lo procedente es decretar la nulidad parcial de la resolución, de fecha 26 veintiséis de diciembre del año 2013 dos mil trece, emitida dentro del expediente (…), por el Director de Verificación Urbana de León, Guanajuato; sobre el particular se precisa que esta resolución queda insubsistente en cuanto a su resolutivo tercero, en lo relativo al pago de la cantidad señalada en supralíneas, quedando subsistente el resto de la resolución.  . 

La anterior nulidad es para el efecto de que la autoridad demandada emita otra resolución subsanando el vicio formal, esto es, funde y motive suficiente y adecuadamente la determinación del pago de la cantidad de $19,140.00 (diecinueve mil ciento cuarenta pesos 00/100 moneda nacional) por concepto de desmantelamiento y retiro de la estructura del anuncio de azotea instalado en el inmueble ubicado en (…) esta ciudad, en los términos precisados en este considerando. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 261, fracción I, 262, fracción II, 287, 298 y 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PRIMERO.- Este Juzgado Administrativo Municipal, por razón de turno, resultó competente para tramitar y resolver el presente proceso administrativo. . . . . 

SEGUNDO.- Se declara el SOBRESEIMIENTO DEL PROCESO respecto a la orden de inspección, acta de inspección y la medida de seguridad consistente en la clausura y retiro del anuncio de azotea instalado en el inmueble ubicado en (…) esta ciudad, todos dictados dentro del expediente (…), por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . .  . . . 

TERCERO.- Se declara la NULIDAD PARCIAL de la resolución fecha 26 veintiséis de diciembre del año 2013 dos mil trece, emitida en el procedimiento administrativo (…), por el Director de Verificación Urbana adscrito a la Dirección General de Desarrollo Urbano de este Municipio; sobre el particular se precisa que esta resolución queda insubsistente en cuanto a su resolutivo tercero, en lo relativo al pago de la cantidad señalada en supralíneas, quedando subsistente el resto de la resolución. Dicha nulidad es para el efecto de que la autoridad demandada emita otra resolución subsanando el vicio formal, esto es, funde y motive suficiente y adecuadamente la determinación del pago de la cantidad de $19,140.00 (diecinueve mil ciento cuarenta pesos 00/100 moneda nacional) por concepto de desmantelamiento y retiro de la estructura del anuncio de azotea; por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . .  . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Titular del Juzgado Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA  MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . 
ESTA HOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DEL 08 DE NOVIEMBRE DEL 2018, DICTADA EN EL EXPEDIENTE 0085/2014-JN. 

